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EL CUMPLIMIENTO  DEL CONSENSO DE BRASILIA EN ARGENTINA. 

 ANALISIS DE LA SOCIEDAD CIVIL. 

 

INFORME NACIONAL 

 

El presente documento revela el cumplimiento real de parte de los compromisos acordados en el Consenso de 

Brasilia (2010) en materia de género, por parte del gobierno de Argentina. 

 

Argentina ha incorporado en su constitución la perspectiva de derechos humanos y ha ratificado todos los tratados 

internacionales/ regionales respecto a la igualdad entre hombres y mujeres, así como su pleno ejercicio. A pesar 

de la asunción de estos compromisos y del avance legislativo que existe, se observan enormes deficiencias en su 

efectiva aplicación.  

 

En este informe se analiza, a través de revisión bibliografía, informes y consulta a representantes clave de la 

Sociedad Civil
1
, el cumplimiento de seis aspectos que el Consenso de Brasilia especifica: autonomía económica e 

igualdad en la esfera laboral; fortalecimiento de la ciudadanía de las mujeres; participación política y toma de 

decisiones; erradicación de la violencia; acceso a las Tecnologías de Información y Comunicación -TICs- ; salud 

integral y los derechos reproductivos y sexuales.   

 

1. Autonomía económica e igualdad en la esfera laboral 

 

En la esfera laboral, con la Reforma de la Constitución en 1994, se incorporo la Convención sobre la eliminación 

de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, la que en su Art. 11 establece la igualdad en el empleo, y  

faculta al Congreso Nacional (CN) para promover medidas de acción positiva con relación a las mujeres, que 

garanticen la igualdad de oportunidades y de trato y el pleno goce de los derechos reconocidos por la Constitución 

y los tratados internacionales. (Art. 75 inc.23 CN). Los Convenios establecidos por la Organización Internacional 

del Trabajo (OIT) han sido ratificados por Argentina, donde se compromete oficialmente a tomar las medidas 

necesarias para hacer efectivas las disposiciones de los convenios de la OIT (C.100-111-156-103
2
). A pesar de 

esto no se cumple y, por tanto, no se logra la igualdad de las mujeres respecto a los hombres en el trabajo. 

1.1 Participación y regulación laboral de las mujeres 

Después de la crisis del 2001-2003 se ha capacitado a mujeres y hombres para la reinserción laboral, pero no se 

tiene información de la cantidad e impacto de esta capacitación. En el 2013 el Ministerio de Trabajo firmó dos 

resoluciones que incorporan al Seguro de Capacitación y Empleo a las mujeres víctimas de violencia doméstica y 

a las personas trans. La Resolución Nº 331/13
3
 establece que extiende la cobertura a las personas en situación de 

desempleo cuya identidad de género no sea coincidente con el sexo asignado al momento de su nacimiento de 

acuerdo a lo expresado en la Ley de Identidad de Género. La Resolución Nº 332/13
4
 establece extender la 

                                                           
1 Paola García Rey (Amnistía Internacional); Corina Rodríguez Enríquez y Norma Sanchís (Centro Interdisciplinario para el Estudio de Políticas 

Públicas –CIEPP-); Natalia Gherardi (Equipo Latinoamericano de Justicia y Género –ELA-); Monique Altschul (Mujeres en Igualdad); Dafne 

Sabanes Plao (Asociación para el Progreso de las Comunicaciones –APC-); Susana Pastor (Feministas en Acción) 
2 C.103 - Protección de la maternidad: Si bien este convenio nunca fue ratificado por Argentina, sus disposiciones se encuentran incorporadas en la 

legislación laboral Argentina 
3 http://www1.infojus.gov.ar/legislacion/resolucion-nacional-mteyss-331-2013.htm?4 
4 http://www1.infojus.gov.ar/legislacion/resolucion-nacional-mteyss-332-2013.htm?11 
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cobertura a todas las mujeres víctimas de violencia doméstica de acuerdo a la definición del artículo 6 de la Ley 

26485 de protección integral para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres en los ámbitos en 

que desarrollen sus relaciones interpersonales. 

1.2 Participación de hombres y mujeres en el mercado laboral 

 

La incorporación de las mujeres al mercado de trabajo ha aumentado considerablemente en las últimas décadas y 

su presencia tiende a ser cada vez más permanente, ya sea por decisión personal o como resultado de necesidades 

económicas
5
. No obstante, la mayoría de las mujeres trabaja en puestos de baja calificación ocupacional. En el 

2012 el 49,8% de los hombres en edad económicamente activa trabajaba mientras el 36% de las mujeres
6
. Esto 

implica una mejoría en relación al de la EPH del 2001, 42,4% de los hombres y 28,0 de las mujeres, explicable ya 

que argentina estaba en plena profunda crisis económica. La subocupación horaria sigue siendo una característica 

marcada de la presencia femenina en el empleo. Casi la mitad de las mujeres asalariadas trabaja menos de 35 

horas semanales, mientras que los varones alcanzan  el 21%
7
. Al mismo tiempo se observa un mercado laboral 

muy segmentado verticalmente, concentrándose las mujeres en ocupaciones que se definen como típicamente 

femeninas en términos culturales y en puestos de menor jerarquía en cada ocupación, lo que implica menor 

remuneración y mayor inestabilidad laboral.  

 

1.2.1 Brecha salarial entre mujeres y hombres 

 

Las remuneraciones mensuales de las mujeres se sitúan en un 24,6% debajo del ingreso  percibido por los 

hombres en el 2009 y para el 2010 esa brecha asciende al 25%
8
, mostrando la inequidad de género a igual 

desempeño. Las mayores brechas salariales entre hombres y mujeres se encuentran entre quienes  alcanzaron 

niveles educativos inferiores a secundario incompleto
9
.  

 

1.2.2 Cobertura de seguridad social de mujeres y hombres 

 

En el 2010, el 47,2% de los trabajadores aportaban a la Seguridad Social, en el 2012 asciende al 49,4%
10

. Cabe 

destacar que en 2010 todavía no se había alcanzado el nivel de cobertura de principios de las década de 1990 

(cuando este indicador superaba al 70%). La mayoría de los nuevos beneficiarios por la moratoria
11

 han sido 

mujeres, en mayo de 2010, del total de beneficios otorgados por moratoria un 78% corresponden a mujeres y el 

22% restante a varones, concentrándose en ambos casos en el rango de edad de 65 a 69 años.   

   

1.2.3 Tasa de desempleo de mujeres y hombres 

                                                           
5 Gherardi, N., (2012). LIDERA: participación en democracia. Experiencias de mujeres en el ámbito social y política en la Argentina (1ª ed.). Buenos Aires: 

Equipo Latinoamericano de Justica y Género –ELA- 
6 Salvia, A. (coord). (2013). Desajustes en el desarrollo humano y social (2010-2012): inestabilidad económica, oscilaciones sociales y marginalidades 

persistentes en el tercer año del Bicentenario [en línea] Serie del Bicentenario2010-2016; año 3. Observatorio de la Deuda Social Argentina. Universidad 

Católica Argentina. Disponible en:http://bibliotecadigital.uca.edu.ar/repositorio/investigacion/ldesajustes-desarrollo-humano-social.pdf 
7 INFORME Nº 3. Situación laboral de las mujeres período 2009-2010. Centro de Estudios Mujeres y Trabajo de la Argentina. Disponible en: 

http://www.cta.org.ar/IMG/pdf/_informe_no3_definitivo_definitivo_.pdf 
8 Programa que lleva a cabo el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INDEC) de Argentina conjuntamente con las Direcciones Provinciales de 
Estadística (DPE). 
9 Disponible en: http://www.cta.org.ar/IMG/pdf/_informe_no3_definitivo_definitivo_.pdf 
10 Íbidem 5 
11 http://observatorio.anses.gob.ar/files/subidas/An%C3%A1lisis%20de%20la%20Cobertura%20del%20SIPA.pdf 

http://www.cta.org.ar/IMG/pdf/_informe_no3_definitivo_definitivo_.pdf
http://www.undp.org.ar/docs/odm/ODM07_obj4.pdf
http://www.cta.org.ar/IMG/pdf/_informe_no3_definitivo_definitivo_.pdf
http://observatorio.anses.gob.ar/files/subidas/An%C3%A1lisis%20de%20la%20Cobertura%20del%20SIPA.pdf
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Según el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INDEC) y la Encuesta Permanente de los Hogares (EPH) el 

porcentaje de personas en edades activas que no participa del mercado de trabajo es de 13,5% para los hombres y 

de 41,1% para las mujeres, en el tercer trimestre de 2011
12

. Los datos existentes según la EPH en materia de 

empleo son deficientes ya que solo muestra los grandes aglomerados urbanos, dejando al margen las zonas 

urbanas y rurales de menor población. En el 2012, el 13,2% de las mujeres activas estaban desocupadas y el 6,5% 

de los hombres
13

.Si bien los jóvenes se ven más afectados, entre el 2010 y 2012 se observó una leve disminución, 

debido a que consiguieron un subempleo inestable.   

 

1.2.4 Mercado informal y trabajadoras domésticas 

 

 En el primer trimestre de 2011, un 34,1% de los trabajadores asalariados  trabajaba en el sector informal, 

predominando las mujeres. Según datos de 2008 del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social, la mitad 

de las mujeres trabajadoras tienen una ocupación informal, en empleos precarizados y sin cobertura social y casi 

un quinto de todas las mujeres ocupadas trabajan en hogares particulares como empleadas doméstica. Las mujeres 

están sobre-representadas en actividades vinculadas al sector servicio de baja calificación laboral, donde el 

servicio doméstico ocupa un lugar preponderante, ya que sobre el total de la ocupación femenina el sector 

representa el 18%.  

 

 Los trabajadores que pasan de la inactividad al empleo asalariado informal son, en promedio,
14

 mayormente 

mujeres (66%) y jóvenes de entre 14 y 24 años (50%), mientras que los trabajadores que pasan del trabajo 

independiente al empleo asalariado informal son en su mayoría hombres (72%) y personas de entre 25 y 49 años 

de edad (60%)
15

.  

 

En marzo 2013 se sanciono la Ley 26.844 de Servicio Doméstico, que crea un Régimen Especial de Contrato de 

Trabajo para el Personal de Casas Particulares. Aunque supone un  importante avance  para la regularización 

formal del trabajo doméstico, todavía no se pueden hacer evaluaciones al respecto por su reciente sanción. 

 

1.3 Porcentaje de mujeres y hombres sin ingresos propios 

 

Según datos de la Comisión Económica para América Latina (CEPAL) de 2008
16

, considerando la población sin 

ingresos propios en Argentina, el 32,3% son mujeres y el 10,4 % son hombres.  

 

 

 

 

1.4 Vida laboral y responsabilidad familiar en relación al Convenio 156 de OIT 

                                                           
12http://www.trabajo.gov.ar/left/estadisticas/descargas/revistaDeTrabajo/2012n10_revistaDeTrabajo/2012n10_a15_Bolet%C3%ADndeEstad%C3%ADsticas

(BEL).pdf 
13 Íbidem 5 
14 Promedio para toda la serie presentada 
15

“La formalización del empleo en Argentina”. Notas OIT: Trabajo decente en Argentina. Octubre de 2011. Disponible en: 

http://www.oit.org.ar/WDMS/bib/publ/libros/notas_oit_formalizacion.pdf 
16Informe publicado en la 101ª reunión CIT (2012). Disponible en: 
http://www.ilo.org/dyn/normlex/en/f?p=1000:13101:0::NO::P13101_LANG_CODE:es:NO 

http://www.trabajo.gov.ar/left/estadisticas/descargas/revistaDeTrabajo/2012n10_revistaDeTrabajo/2012n10_a15_Bolet%C3%ADndeEstad%C3%ADsticas(BEL).pdf
http://www.trabajo.gov.ar/left/estadisticas/descargas/revistaDeTrabajo/2012n10_revistaDeTrabajo/2012n10_a15_Bolet%C3%ADndeEstad%C3%ADsticas(BEL).pdf
http://www.oit.org.ar/WDMS/bib/publ/libros/notas_oit_formalizacion.pdf
http://www.ilo.org/dyn/normlex/en/f?p=1000:13101:0::NO::P13101_LANG_CODE:es:NO
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El Convenio 156 de OIT sobre los/as trabajadores/as con responsabilidades familiares  de 1981, fue ratificado en 

1988 por Argentina. A pesar de estar ratificado, supone un desafío pendiente para Argentina la adopción de 

políticas/programas de conciliación trabajo-familia que promueva la igualdad de oportunidades entre mujeres y 

hombres.  

 

En cuanto a los avances más recientes en materia de protección de la maternidad y responsabilidades familiares a 

través de la negociación colectiva, de forma aislada, podemos nombrar la Licencia por maternidad en casos de 

“hijo no nacido” y la ampliación de la licencia en caso de nacimiento múltiple e hijos/as con alguna 

discapacidad
17

. Desde la decada del 90 se produjo una disminución del apoyo gubernamental a los padres para el 

apoyo al cuidado de los niños menores de 4 años a través de las guarderías infantiles administradas por el estado 

provincial o local. Esto repercutió de forma muy negativa en la conciliación entre vida laboral y familiar. 

  

1.5 Derecho al cuidado bajo la noción de prestación compartida 

 

Argentina evidencia la debilidad para garantizar el efectivo acceso al derecho al cuidado
18

, así como una 

persistente segmentación en las alternativas disponibles para la organización del cuidado, más amplia para los 

hogares de estratos socio-económicos medios-altos y altos, y sumamente restringida para el resto de los hogares. 

Queremos destacar la débil responsabilidad estatal en la provisión de servicios de cuidado o en la garantía para su 

acceso y, como consecuencia, una concentración de las responsabilidades de cuidado en los hogares y en las 

mujeres
19

. Y, por último, destacar las pobres condiciones de empleo para las personas ocupadas en los trabajos de 

cuidado remunerados
20

, entre ellas las migrantes, especialmente requeridas para los empleos en regímenes sin 

retiro. 

 

1.5.1 Existencia de servicios sociales públicos y/o privados en relación a atención a: niños/as; 

personas adultas mayores; personas con discapacidad y personas con enfermedades terminales 

 

En cuanto a la atención de niños/as y adolescentes, además de la Ley Nº 26.061
21

, sancionada en septiembre de 

2005, de Protección Integral de los Derechos de las niñas, niños y adolescentes, un avance significativo fue la 

sanción en marzo de 2007 de la Ley Nº 26.233
22

 de creación de los Centros de Desarrollo Infantil, esta ley no 

establece metas de cobertura ni de financiamiento que le otorguen un carácter de derecho efectivo a lograr en el 

tiempo. Los centros de desarrollo infantil tiene por objeto  apoyar a las familias y especialmente a las mujeres en 

el cuidado de los niños hasta los años de edad, pero no se produjeron avances en su disponibilidad especialmente 

en zonas donde residen los grupos familiares más carenciados donde más se necesitan estos centros. Se debe 

promoverse la implementación efectiva de esta ley para crear más centros de desarrollo infantil, especialmente en 

zonas periurbanas y rurales donde residen niños con mayores necesidades.  

 

                                                           
17http://www.pnud.cl/areas/GobernabilidadDemocratica/2010/Informe%20trabajo%20y%20familia/informecompleto_esp.pdf 
18 Norma, C. (2010). “Apoyo al fortalecimiento del Consenso de Quito para el empoderamiento de las mujeres”, Argentina 
19 Rodríguez, C., Giosa, N. y  Nieva, D.  (2010). “Las políticas de conciliación entre la vida laboral y familiar”, Documento de trabajo, Nº 77, Buenos Aires, 

Interdisciplinary Centre for Public Research 
20 Rodríguez, C., (2001), “Todo por dos pesos (o menos): Empleo femenino remunerado y trabajo doméstico en tiempos de precarización laboral”, 

Documento de trabajo, No. 31, Buenos Aires, Interdisciplinary Centre for Public Research (Ciepp) 
21 http://infoleg.mecon.gov.ar/infolegInternet/anexos/110000-114999/110778/norma.htm 
22 http://www.infoleg.gov.ar/infolegInternet/anexos/125000-129999/127532/norma.htm 

http://www.pnud.cl/areas/GobernabilidadDemocratica/2010/Informe%20trabajo%20y%20familia/informecompleto_esp.pdf
http://infoleg.mecon.gov.ar/infolegInternet/anexos/110000-114999/110778/norma.htm
http://www.infoleg.gov.ar/infolegInternet/anexos/125000-129999/127532/norma.htm
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En relación a las personas mayores, en 2010, mediante el Consejo de Federal de Adultos Mayores se diseño el 

Plan Nacional de Acción para las Personas Mayores 2011-2016, así como el Registro Nacional de Organizaciones 

de Adultos Mayores. Posteriormente, se creó el Programa Nacional de Cuidados Domiciliarios
23

, que busca 

capacitar a personas de la comunidad en esta función, y promover y estimular la creación de servicios locales de 

atención domiciliaria. Sin embargo, no existe legislación específica dedicada a las personas adultas mayores, ni un 

plan nacional, que permita una mirada integral y la articulación de los recursos a nivel municipal, provincial y 

nacional.  

 

Con respecto a la atención de las necesidades de las personas con discapacidad
24

, pese a que el Estado argentino 

ratificó la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (CDPD) en 2008, aún no se han 

implementado cambios profundos en la normativa, políticas públicas y prácticas sociales de modo tal de volverlas 

compatibles con la CDPD y eliminar perspectiva asistencialista y los prejuicios que subyacen a ellas. En cuanto a 

las mujeres con discapacidad conviven con múltiples formas de discriminación: no acceden al empleo en 

igualdad de condiciones con los hombres, sus salarios generalmente son más bajos y se registra una menor 

proporción de mujeres con discapacidad que acceden a puestos jerárquicos
25

. Asimismo, las políticas públicas 

orientadas a la prevención de trata de personas y la violencia hacia las mujeres, no ha incorporado la perspectiva 

de mujeres con discapacidad
26

.  

 

Y, con respecto a la atención de enfermedades terminales en mayo de 2013 se sancionó la ley Nº 26.742, la 

cual establece los derechos del paciente en su relación con los profesionales e instituciones de la Salud, 

permitiendo rechazar “procedimientos quirúrgicos, de reanimación artificial o al retiro de medidas de soporte 

vital”. En cuanto a los servicios sociosanitarios de cuidados paliativos tanto de gestión pública como privada, 

podemos afirmar que la gran mayoría se encuentran en la ciudad de Buenos Aires, dejando a gran parte de 

provincias sin atención, sobre todo, en el caso de atención de media y larga estancia (dos servicios/Unidades en 

todo el país
27

). Por último, mencionar que en junio del 2011, se sanciona la ley 26.689 que pretende promover el 

cuidado integral de la salud de las personas con Enfermedades Poco Frecuentes (EPF) y mejorar la calidad de vida 

de ellas y sus familias, aunque todavía no hay relevamiento sobre su implementación y eficacia. 

 

2. Fortalecer la ciudadanía de las mujeres: 

 

En relación a la igualdad de género, equidad y empoderamiento de las mujeres y las diversidades sexuales, 

también ha habido un avance considerable. Argentina cuenta hoy con un amplio corpus normativo que alude tanto 

al Programa de Acción de la CIPD
28

, como a los consensos ratificados posteriormente
29

. Sin embargo, la 

                                                           
23 http://www.eclac.cl/celade/noticias/paginas/3/20633/ARGENTINA2.pdf 
24 Ver Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. “Observaciones finales del Comité sobre los Derechos de las Personas con 

Discapacidad – Argentina”. 27 de septiembre de 2012. CRPD/C/ARG/CO/1. [en adelante, Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. 

“Observaciones finales del Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad – Argentina”] y REDI -CELS - FAICA - FENDIM – ADC, 
“Informe Alternativo Situación de la Discapacidad en Argentina – 2008/2012”. Disponible en http://www.adc.org.ar/sw_contenido.php?id=924, [en 

adelante. “Informe Alternativo Situación de la Discapacidad en Argentina – 2008/2012” 
25 Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. “Observaciones finales del Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad – 
Argentina”, parágrafos 13- 14, 43. 
26 Idem Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. “Observaciones finales del Comité sobre los Derechos de las Personas con 

Discapacidad – Argentina”, parágrafos 13- 14, 43 
27 http://cuidadospaliativos.org/uploads/2012/10/atlas/04_Argentina.pdf 
28 Todas las leyes sancionadas se especifican en la sección 7: Igualdad de género, equidad y empoderamiento de las mujeres (capítulo iv). Encuesta Mundial 

sobre el cumplimiento del Programa de Acción de la Conferencia Internacional de Población y Desarrollo y su seguimiento después de 2014 completada por 
la Alianza Argentina de Organizaciones con trabajo en el proceso de Cairo+20 y Mas Allá del 2014 

http://www.eclac.cl/celade/noticias/paginas/3/20633/ARGENTINA2.pdf
http://cuidadospaliativos.org/uploads/2012/10/atlas/04_Argentina.pdf
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implementación no siempre se corresponde con el espíritu de las leyes por deficiencias en su aplicación, 

acatamiento diferencial de acuerdo a la jurisdicción o intereses políticos de diversos actores. 

 

2.1 Compromisos internacionales en relación a la igualdad y no discriminación 

 

Además de los convenios ratificados por la OIT, el gobierno de Argentina ratificó los compromisos acordados en 

la Cuarta Conferencia Internacional sobre la Población y Desarrollo (CIPD) en El Cairo en 1994, asumiendo la 

responsabilidad de formular políticas gubernamentales tendientes a incrementar la capacidad de la mujer para 

obtener ingresos fuera de las ocupaciones tradicionales, favoreciendo su autonomía económica y la eliminación de 

la discriminación laboral tanto en términos de contratación, salarios, prestaciones, como de capacitación y 

seguridad en el empleo. Un año después, en la Cuarta Conferencia Internacional de la Mujer en Beijing, los países 

de todo el mundo, incluida Argentina, aprobaron una Plataforma de Acción –PoA- para lograr la Igualdad de las 

Mujeres. 

 

Además, con la reforma de la Constitución Nacional en 1994 se ha incorporado con rango constitucional el texto 

de los principales tratados e instrumentos internacionales, incluyendo el Pacto de Derechos Civiles y Políticos, el 

Pacto de Derechos Económicos Sociales y Culturales, y la Convención para la Eliminación de Todas las Formas 

de Discriminación contra la Mujer
30

. Sin embargo, existen enormes deficiencias en la efectiva aplicación de esas 

normas en las distintas regiones del país
31

.  A su vez, Argentina es miembro de la CEPAL y como tal signataria de 

los compromisos asumidos en sus conferencias, entre ellos el Consenso de Quito, aprobado en la Décima 

Conferencia Regional sobre la Mujer de América Latina y Caribe en agosto 2007, que se refiere especialmente a 

la paridad en todos los campos y especialmente en lo político y por ende, señala a los partidos políticos en su 

artículo 25 incisos VI, IX y X
32

. 

 

2.2 Institucionalidad nacional de género 

2.2.1 Desarrollo de materiales en temas de género y datos desagregados 

 

En Argentina existe producción de información estadística sistemática, de cobertura nacional, desagregada por 

edad y sexo en la mayoría de los casos. Las principales fuentes en materia de género las encontramos a cargo del 

INDEC
33

. Además del Observatorio en salud, género y derechos humanos, el Instituto de Género, Derecho y 

Desarrollo (INSGENAR)
34

, una ONG. Pese a ello, existe deficiente información en relación a toda la diversidad 

de mujeres (afrodescendientes, indígenas, rurales, mujeres discapacitadas, etc.), lo que dificulta la visibilización 

de las desigualdades en equidad de estos subgrupos poblacionales. Además, de las recomendaciones del último 

                                                                                                                                                                                                         
29 Consenso de Quito (2007); Consenso de Brasilia (2010) 
30 Véase la Constitución Nacional, artículo 75 inciso 22 
31 Para una descripción y análisis detallado de estos problemas respecto de los diversos derechos de las mujeres véase Informe sobre género y derechos 

humanos (2005-2009), Equipo Latinoamericano de Justicia y Genero (2009), Editorial Biblos. Véase el informe sombra presentado ante el Comité de la 
CEDAW en julio 2010 Derechos humanos de las mujeres: Asignaturas pendientes del estado argentino, FEIM, CELS, CDD, CLADEM, INSGENAR, 

CDEM, CEDES, Feministas en Acción,  Mujeres Trabajando y Comisión Provincial por la Memoria y Las deudas del bicentenario. Una agenda de trabajo 

por los derechos de las mujeres en Argentina, ELA y las recomendaciones del Comité de la CEDAW al estado argentino 
32Consenso de Quito. Décima Conferencia Regional sobre la Mujer de América Latina y el Caribe. CEPAL. 2007. En línea: 

http://www.eclac.cl/publicaciones/xml/9/29489/dsc1e.pdf (Acceso: 22/2/12) 
33 Disponible en: http://www.indec.com.ar/indec.gov.ar.htm 
34 Disponible en: http://www.buenosaires.gob.ar/areas/des_social/mujer/observatorio_genero/ 

http://www.indec.com.ar/indec.gov.ar.htm
http://www.buenosaires.gob.ar/areas/des_social/mujer/observatorio_genero/
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informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos
35

 y del Comité CEDAW
36

 y Comité DESC
37

 

dirigidos a la Argentina a este respecto, el Estado argentino adeuda una ley de acceso a la información pública que 

establezca la responsabilidad de todas las agencias y poderes del Estado -en todas sus instancias nacionales, 

provinciales y municipales- a publicar y proveer información a toda la ciudadanía, situación que coloca al país en 

un lugar de considerable rezago considerable frente a otros Estados de América latina
38

 y del mundo
39

. 

 

2.2.2 Estudios del uso del tiempo 

 

En Argentina no se realizan encuestas a nivel nacional sobre el Uso del Tiempo, lo que invisibiliza el trabajo no 

remunerado, la desigual distribución de las responsabilidades de cuidado  y las desigualdades de género. La única 

información disponible al respecto es parcial, tanto temporal como territorialmente. Tras la Ley Nº 

1.168
40

 sancionada en el 2005, en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (CABA), la Dirección General de 

Estadística y Censos del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires debe indagar sistemática y periódicamente 

acerca de la distribución del uso del tiempo de mujeres y hombres residentes en la Ciudad, algo que no cumple el 

Gobierno de la Ciudad.  Hasta ahora la primera y única encuesta  que realizó  el gobierno de la Ciudad fue en el 

2005
41

, a la población de CABA de 15 a 74 años utilizando el método del diario de actividades del día anterior. 

Los resultados evidencian la mayor carga laboral de las mujeres, explicada fundamentalmente por el peso de 

las actividades de cuidado. La segunda encuesta sobre el Uso de Tiempo en Argentina se realizó en la Ciudad de 

Rosario, y estuvo a cargo de la Universidad Nacional de Rosario a través del Instituto Provincial de Estadísticas y 

Censos de la provincia de Santa Fe
42

. Los resultados del relevamiento  confirman que los varones dedican más 

tiempo al trabajo remunerado que las mujeres, mientras que ellas dedican más tiempo a las actividades 

relacionadas con el trabajo no remunerado. 

 

 

 

 

2.2.3 Necesidad de un Plan Nacional de Género 

                                                           
35 La Comisión Interamericana de Derechos Humanos afirma: “es necesario enfatizar la necesidad de garantizar el derecho a la información para que sea 
completa, fidedigna, universal, accesible, con perspectiva de género en los procedimientos, la confección de estadísticas e instrumentos de divulgación de la 

normativa y publicación sobre quienes se pronuncien como objetores de conciencia, sumando la sanción a funcionarios que no la faciliten. (“Acceso a la 

información en materia reproductiva desde una perspectiva de derechos humanos” Comisión Interamericana de Derechos Humanos OEA/Ser.L/V/II.Doc.61-
2 noviembre 2011-Original: Español) 
36 CEDAW, Recomendaciones Argentina, 2004. Ver también Informe Alternativo  presentado por las organizaciones ANDHES, El AGORA, ELA, MEI y 

PRADE 2008. El Comité CEDAW reparó en la necesidad de que Argentina avance en la producción de datos desagregados por sexo así como en el 
desarrollo de relevamientos específicos que permitan volcar para su análisis la situación de las mujeres en distintos ámbitos. 
37 ONU, Comité DESC, Recomendaciones Finales 2011, párr. 11. Además de subrayar la importancia de disponer de datos fiables y completos para la 

elaboración y la aplicación de políticas públicas, recomendó al Estado a adoptar las medidas necesarias para que sus estadísticas oficiales sean comparables 
con los datos obtenidos por las instituciones internacionales pertinentes. 
38 De acuerdo al relevamiento de la Comisión Interamericana de Derechos  Humanos de 2011, los países de la región que cuentan con legislación en  materia 

de acceso a la información son: Antigua y Barbuda, Belice, Brasil,  Canadá, Chile, Colombia, Ecuador, El Salvador, Estados Unidos, Guatemala,  Honduras, 
Jamaica, México, Nicaragua, Panamá, Perú, República Dominicana,  Trinidad y Tobago, y Uruguay. Argentina cuenta con una ley particular en  materia de 

acceso al derecho a la información pública ambiental y un decreto  que vincula al Poder Ejecutivo Nacional. Por su parte, Bolivia cuenta con un  decreto de 

acceso a la información en materia de la gestión del Poder Ejecutivo. CIDH. Informe Anual 2011. OEA/Ser.L/V/II. Doc 69. 30 de diciembre de 2011.  
Volumen II: Informe Anual de la Relatoría Especial para la Libertad de  Expresión. Capítulo III. Disponible en: 

http://www.oas.org/es/cidh/expresion/docs/informes/anuales/2012%2003%2021%20Informe%20Anual%20RELE%202011%20impresion.pdf 
39 Informe conjunto sobre el derecho de acceso a la información pública en la República Argentina. ADC y otros. 2012. Disponible en: 
http://www.adc.org.ar/sw_contenido.php?id=941 
40 Encuesta de Uso de Tiempo en la CABA. Disponible en: http://www.buenosaires.gob.ar/areas/hacienda/sis_estadistico/eah_2005.php 
41Disponible en: http://www.buenosaires.gob.ar/areas/hacienda/sis_estadistico/informe_328_encuesta_de_uso_del_tiempo.pdf 
42Disponible en: http://infouniversidades.siu.edu.ar/noticia.php?titulo=usos_del_tiempo_en_el_trabajo_de_hombres_y_mujeres&id=1910 

http://www.buenosaires.gob.ar/areas/hacienda/sis_estadistico/eah_2005.php
http://www.buenosaires.gob.ar/areas/hacienda/sis_estadistico/informe_328_encuesta_de_uso_del_tiempo.pdf
http://infouniversidades.siu.edu.ar/noticia.php?titulo=usos_del_tiempo_en_el_trabajo_de_hombres_y_mujeres&id=1910
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Si bien no existe en Argentina un Plan Nacional de género, los diferentes ámbitos sociales se encuentran 

regulados por diversos planes nacionales referidos a algunos aspectos. En el ámbito de la educación, se encuentra 

la ley 26.150/2002 de Educación Sexual Integral. En relación a los derechos sexuales y reproductivos de las 

mujeres, se debe mencionar la Ley nacional 25.673/2006 a través de la cual se creó el Programa Nacional de 

Salud Sexual y Procreación Responsable (PNSSyPR). En cuanto a la erradicación de la violencia de género, se 

aprobó la ley 26.485/2009 de Protección Integral para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra las 

Mujeres en los ámbitos en los que se desarrollen sus relaciones interpersonales. En el ámbito de equidad, se 

encuentra la ley 26.618/2010 de Matrimonio Igualitario y la ley 26.743/2012 de Identidad de Género han 

posibilitado el avance hacia una sociedad más inclusiva. En cuanto a la representación de las mujeres en los 

procesos políticos y en la vida pública, es importante señalar que a partir de la sanción de la ley de cupo 

24.012/1991 la justicia electoral no acepta listas para Diputados Nacionales y Senadores si no cumplen con el 

cupo femenino del 30%, aunque en algunos distritos hay reclamos ante la justicia por el incumplimiento de las 

normas provinciales que incluyen similares disposiciones. Sin embargo la ley 25.674 que establece un cupo para 

las mujeres en los puestos de decisión de los sindicatos, no se cumple. 

 

2.3 Estrategias del sector público y privado en garantía de la libertad religiosa y el respeto  

2.3.1 Relación entre Estado e Iglesia 

 

Argentina es un estado laico, es decir, independiente de cualquier credo religioso o poder eclesiástico, pese a ello 

la Iglesia Católica Apostólica Romana todavía tiene mucha influencia en las acciones de los gobiernos. De hecho, 

en la reforma de la Constitución de 1994 establece en su artículo 2º que “el Gobierno federal sostiene el culto 

católico apostólico romano”. Los mismo que se avanzó en esa reforma fue eliminar el requisito de que quien 

ocupa la Presidencia de la Nación sea católico. 

 

2.3.2 Educación religiosa en las escuelas  

 

En Argentina la educación pública estatal en todos sus niveles es gratuita y, en principio, laica, según refleja la ley 

26.206
43

. Tanto la Constitución Nacional como los Tratados de Derechos Humanos poseen jerarquía 

constitucional desde 1994 e imponen a los estados provinciales la adopción de una posición de estricta neutralidad 

en materia religiosa quedando prohibido el dictado de cualquier tipo de enseñanza confesional en las escuelas 

públicas. No obstante, no siempre se cumple, como en el caso de la provincia de Salta donde desde el 2008, por 

una ley provincial, la enseñanza religiosa es obligatoria en escuelas públicas
44

. Además de Educación Sexual 

Integral
45

.  

 

 

 

 

 

2.4 Igualdad de género, raza y etnia  

                                                           
43 http://www.me.gov.ar/doc_pdf/ley_de_educ_nac.pdf 
44Publicado en Página12. 10 de junio 2013. Disponible en: http://www.pagina12.com.ar/diario/sociedad/3-224133-2013-07-10.html 
45 En esa provincia no se impartía ESI; esto ya fue superado pero la educación religiosa continua 

http://www.me.gov.ar/doc_pdf/ley_de_educ_nac.pdf
http://www.pagina12.com.ar/diario/sociedad/3-224133-2013-07-10.html
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En 1995 con la Ley 24.515 se crea el Instituto Nacional Contra la Discriminación, la Xenofobia y el Racismo
46

.  

Es el principal órgano ejecutor de políticas nacionales y medidas concretas para combatir la discriminación, la 

xenofobia, impulsando y llevando a cabo acciones a tal fin. La falta de ejecución de campañas y programas en 

materia de género, raza  y etnia es altamente preocupante. En este sentido la Comisión Interamericana de 

Derechos Humanos destaca la discriminación estructural que afecta a las personas afrodescendientes e indígenas 

en las Américas, y en particular a las mujeres, y que se refleja en los importantes obstáculos para el goce y 

ejercicio de sus derechos civiles y políticos, económicos, sociales y culturales
47

. Ante la escasez de iniciativas por 

parte del estado, las organizaciones civiles y/o ONGs son las encargadas de impulsar acciones en defensa de la 

amplia diversidad colectiva de mujeres. Actualmente, con el apoyo de la Embajada de Noruega, el Equipo 

Latinoamericano de Justicia y Género (ELA) junto con el Consejo de Organizaciones Aborígenes de Jujuy 

(COAJ) comenzaron en julio de 2013 el proyecto Mujeres indígenas en Jujuy: hacia un abordaje integral sobre el 

acceso a los derechos
48

. El proyecto se propone trabajar en equipo para potenciar las capacidades de las dos 

organizaciones brindando seminarios de reflexión y talleres especializados de capacitación para más de 20 

mujeres líderes de comunidades aborígenes en Jujuy.  

2.5 Política económica, fiscal y tributaria hacia lograr igualdad entre mujeres y hombres 

 

Las políticas de gasto público con enfoque de equidad tienen incipientes antecedentes en Argentina (Enríquez, R., 

2007)
49

, realizándose el primer análisis cuantitativo del gasto público previsto en el Presupuesto 2007 de la 

Administración Nacional argentina con perspectiva de género. Este brindó un resultado poco alentador desde el 

punto de vista de la participación del gasto etiquetado o potencialmente favorable a la equidad de género en el 

total de la Administración Nacional. Tras el análisis de 296 programas, con un monto de 142.641 millones, 

solamente el 0,21% corresponde a gastos etiquetados para mujeres, es decir, a programas o acciones de políticas 

pública que se dirigen explícitamente a atender derechos o necesidades de las mujeres. 

 

La incidencia del gasto en previsión social (jubilación) es proporcionalmente mayor para las mujeres que para los 

hombres, e incluso la participación relativa ha crecido en el quinquenio
50

. La principal razón para esta 

circunstancia, es que existen más beneficiarias mujeres que hombres, y aún cuando su haber promedio es menor, 

la diferencia cuantitativa en cantidad de beneficiarias, más que compensa la diferencia en el nivel de los haberes. 

El acceso al beneficio previsional en el caso de las mujeres aparece no como un derecho propio, sino como un 

derecho derivado  por viudez del marido trabajador jubilado. Además, las condiciones de discriminación en el 

mercado laboral tienen su correlato en el sistema previsional. Las mujeres tienen haberes previsionales más bajos, 

porque ganan menos y en forma más discontinua. Tampoco se tienen en cuenta las consecuencias de las 

dificultades de compatibilización entre vida laboral y las responsabilidades de cuidado que tienen las mujeres. 

 

2.6 Acceso igualitario a la propiedad de la tierra y  reforma agraria en relación a mujeres rurales, 

indígenas, afrodescendientes y demás grupos minoritarios 

 

                                                           
46 http://infoleg.mecon.gov.ar/infolegInternet/anexos/195000-199999/198382/norma.htm 
47 http://www.oas.org/es/cidh/afrodescendientes/docs/pdf/AFROS_2011_ESP.pdf 
48 Equipo Latinoamericano de Justicia y Género (ELA). Disponible en: 
http://www.ela.org.ar/a2/index.cfm?fuseaction=MUESTRA&codcontenido=1730&plcontampl=12&aplicacion=app187&cnl=4&opc=6  
49 Rodríguez, C. (2007).  La organización del cuidado de niños y niñas en Argentina y Uruguay, Serie mujer y Desarrollo N° 90 (Santiago, CEPAL).  
50 Rodríguez, C. (2008). Gastos, tributos y equidad de género. Una introducción al estudio de la política fiscal desde la perspectiva de género. Ciepp: Buenos 
Aires. Disponible en: https://www.google.com.ar/#q=politica+fiscal+y+tributaria+argentina+mujer 

http://infoleg.mecon.gov.ar/infolegInternet/anexos/195000-199999/198382/norma.htm
http://www.oas.org/es/cidh/afrodescendientes/docs/pdf/AFROS_2011_ESP.pdf
http://www.ela.org.ar/a2/index.cfm?fuseaction=MUESTRA&codcontenido=1730&plcontampl=12&aplicacion=app187&cnl=4&opc=6
https://www.google.com.ar/#q=politica+fiscal+y+tributaria+argentina+mujer
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En relación a las Comunidades Indígenas, en noviembre de 2006 se sanciona la ley 26.160 en la cuál se declara la 

emergencia en materia de posesión y propiedad de las tierras que tradicionalmente ocupan las comunidades 

indígenas originarias del país, cuya personería jurídica haya sido inscripta en el Registro Nacional de 

Comunidades Indígenas u organismo provincial competente o aquéllas pre-existentes. No obstante, el acceso 

igualitario de la tierra y a la reforma agraria por parte de las mujeres es un derecho que no se encuentra 

incorporado en la agenda de políticas públicas, lo que invisibiliza aún más su situación.   

 

2.7 Acceso de las mujeres a una vivienda digna 

 

Si bien el Estado Nacional ha puesto en marcha programas para avanzar en la concreción del derecho a la 

vivienda, como el programa Procrear
51

,  en el 2012, y el Programa de Crédito para la Vivienda Única Familiar, 

que se propone otorgar 400 mil créditos en 4 años
52

, estos no consideran especialmente a las mujeres. 

 

Los Institutos Provinciales de la Vivienda (IPV) –órgano de aplicación y desarrollo de los programas de vivienda 

del gobierno
53

-, no se establecen disposiciones específicas. No se han encontrado planes o programas que tengan 

como destinatarias específicas a las mujeres. Eventualmente se reconoce su condición de vulnerabilidad en el 

establecimiento de prioridades para la adjudicación de viviendas en el marco de las operatorias de vivienda de los 

IPV.  

 

2.8 Derechos de las mujeres migrantes 

 

La ley de Migraciones N° 25.871/04
54

 y su  decreto reglamentario 616/201071, protegen a los migrantes contra 

los abusos de los derechos humanos, el racismo, el etnocentrismo y la xenofobia, siendo la  Dirección Nacional de 

Migraciones, del Ministerio del Interior el órgano encargado de su implementación. Con respecto a las 

dimensiones de género, es importante destacar que la Dirección Nacional de Migraciones no publica estadísticas 

desagregadas por sexo
55

. Esto tiene consecuencias para la elaboración de políticas públicas que no tienen en 

cuenta esta dimensión.  

 

3. Participación de las mujeres en los procesos de toma de decisiones y en las esferas de poder 

 

En Argentina la presencia  de  mujeres en puestos jerárquicos y de decisión sigue siendo baja
56

. Según el 

Clasificador Nacional de Ocupaciones, en el 2011, se observa que hay 42 mujeres ocupadas en puestos 

jerárquicos por cada 100 varones en esa misma categoría
57

. Por ende, uno de los desafíos es sensibilizar en 

materia de género la cultura empresarial, para lograr una participación más igualitaria. 

 

3.1 Participación de mujeres en las funciones del Estado y sindicatos 

 

                                                           
51 http://procrear.anses.gob.ar/ 
52 Íbidem 30 
53 Disponible en: http://www.mecon.gov.ar 
54 Ley de Migraciones N°25.871. Disponible en:  http://www.gema.com.ar/ley25871.html 
55 Informe sombra para el comité de la convención para la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer. 46º período de sesiones - julio  

de 2011- Disponible en http://www2.ohchr.org/english/bodies/cedaw/docs/ngos/ELE_COHRE_ADC_ADN_PG_Argentina46-sp.pdf 
56 Excepto en el poder legislativo y provincial debido a la Ley de Cupo 
57 “Objetivos de Desarrollo del Milenio”. Informe País Argentina 2012. Disponible en: http://www.politicassociales.gov.ar/odm/PDF/IP2012.pdf 

http://www.politicassociales.gov.ar/odm/PDF/IP2012.pdf
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La Ley Nº 24.012
58

, sancionada en el año 1991, conocida como “Ley de Cupo”, se implementó por primera vez 

en las elecciones nacionales de 1993. Esta norma adoptó la obligatoriedad de presentar un mínimo del 30% de 

mujeres en las listas de candidatos para la cámara de diputados y el Senado, en lugares expectables.   

 

La participación de las mujeres en la Cámara de Diputados de la Nación a partir de 1993 aumenta 

significativamente. Permite observar un ascenso considerable a partir del año 1993. Si se analiza el período 

delimitado por los años 1993-2011 se observa una tendencia que va en aumento hasta llegar a un pico del 41,8% 

en el año 2009, cayendo en el 2011  a 37,8% de las bancas ocupadas por mujeres en la mencionada Cámara. En 

las elecciones del año 2007 se observa el mayor porcentaje de participación femenina en la Cámara de Senadores 

situándose en 43,1%, para descender en las elecciones de 2009 al 36,1% de mujeres senadoras, valor que se 

mantiene en las elecciones del año 2011
59

. La mayoría de las provincias adoptan esta ley o similar para la elección 

de sus cargos legislativo, aunque en algunas provincias como la Pcia. de Jujuy la sanción de esta norma generó 

grandes resistencias en todo el arco político. Sin embargo, en algunos distritos hay reclamos ante la justicia por el 

incumplimiento de las normas provinciales respecto al cupo, así como también se registran reclamos judiciales 

por los cargos nacionales.  

 

En el Poder Judicial argentino las mujeres constituyen 54,4%, sin embargo, sólo el 15% ejerce puestos de mayor 

jerarquía institucional, según un estudio del Equipo Latinoamericano de Justicia y Género (ELA), en 2011. Este 

mismo estudio muestra que la igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres encuentra serias restricciones y 

resistencias, existiendo un techo de cristal para las mujeres en la justicia de Argentina
60

. En la Corte Suprema de 

Justicia de la Nación, solo hay dos mujeres de los 7 miembros
61

. La Oficina de la Mujer (OM), creada en 2010 por 

la Corte Suprema, posibilitó la implementación de políticas públicas de género en el Poder Judicial
62

. 

 

Por su parte, en el Poder Ejecutivo, si bien una mujer es la presidenta de la república por segundo mandato 

consecutivo, solo 2 de 24 gobernadoras provinciales son mujeres. Del mismo modo, desde la recuperación de la 

democracia en 1983 las mujeres nunca han estado al frente del poder ejecutivo municipal en una proporción que 

supere el 10% de los más de 2.000 municipios que hay en el país. 

 

En cuanto a los sindicatos, la ley 25.674
63

 sancionada en el 2002 establece un cupo para las mujeres en los puestos 

de decisión de los sindicatos, sin embargo, no se cumple, algo que exige reclamar el respeto a esta legislación. 

 

3.2 Medidas para fomentar la participación de las mujeres en espacios de poder político, público e 

instituciones privadas 

 

                                                           
58 http://infoleg.mecon.gov.ar/infolegInternet/anexos/0-4999/411/norma.htm 
59 Perceval, M.C. (2012). Derechos humanos de las mujeres en la Argentina: el camino hacia la igualdad. Buenos Aires: Ministerio de Justicia y Derechos 
Humanos de la Nación. Secretaría de Derechos Humanos. Disponible en: 

https://www.google.com.ar/#q=para+ubicarse+en+un+37%2C8%25+de+las+bancas+ocupadas+por+mujeres+en+la+mencionada+C%C3%A1mara.+argenti

naparticipación social y política, trabajo y salud 
60 “Sexo y poder”. Esquipo Latinoamericano de Justicia y Género (ELA). 2011. Disponible en: www.ela.org.ar 
61 Mayores oportunidades para la mujer en la política. Esquipo Latinoamericano de Justicia y Género (ELA). Junio de 2011. Disponible en:  

http://www.artemisanoticias.com.ar/site/estudios_detalle.asp?id=61&idnota=7521 
62 http://www.unic.org.ar/prensa/archivos/4%20Oficina%20Mujer%20CSJN.pdf 
63 Asociaciones sindicales. Disponible en: http://www.infoleg.gov.ar/infolegInternet/anexos/80000-84999/80046/norma.htm 

http://infoleg.mecon.gov.ar/infolegInternet/anexos/0-4999/411/norma.htm
https://www.google.com.ar/#q=para+ubicarse+en+un+37%2C8%25+de+las+bancas+ocupadas+por+mujeres+en+la+mencionada+C%C3%A1mara.+argentina
https://www.google.com.ar/#q=para+ubicarse+en+un+37%2C8%25+de+las+bancas+ocupadas+por+mujeres+en+la+mencionada+C%C3%A1mara.+argentina
http://www.artemisanoticias.com.ar/site/estudios_detalle.asp?id=61&idnota=7521
http://www.unic.org.ar/prensa/archivos/4%20Oficina%20Mujer%20CSJN.pdf
http://www.infoleg.gov.ar/infolegInternet/anexos/80000-84999/80046/norma.htm
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Como se mencionó la legislación existe para cargos políticos legislativos, no para el Poder Ejecutivo Nacional y 

provincial, donde las mujeres son menos frecuentes. Hay solo dos mujeres gobernadoras provinciales y pocas 

vicegobernadoras. A nivel de los ministerios nacionales y provinciales son pocas las mujeres. No existen medidas 

para aumentar esta participación de las mujeres.  

 

4. Violencia contra las mujeres 

 

La Convención Interamericana de Belém do Pará adoptada en 1994, fue ratificada por Argentina. Recién en el 

2009 se aprobó la ley nacional 26485 que adecuó la legislación argentina a dicha Convención. Lamentablemente 

la implementación de esta ley es muy lenta. El Consejo Nacional de las Mujeres, órgano de aplicación de la ley, si 

bien fue jerarquizado en la estructura gubernamental, en términos funcionales sigue dependiendo del Ministerio 

de Desarrollo Social y no  de la Presidencia de la Nación. Además no se le asigna el presupuesto necesario para 

hacer frente a las políticas que le encomienda la ley. 

  

Uno de los principales problemas a los que debe hacer frente Argentina es la existencia de múltiples instancias 

para la atención de la violencia contra mujeres y niñas en los distintos organismos nacionales, así como en las 

provincias y municipios, pero sin la articulación y coordinación necesaria. Esto  implica el mayor uso de recursos 

con menor impacto.   

 

4.1 Medidas de prevención, protección y atención 

 

Si bien la ley crea el observatorio de la violencia contra mujeres, que debe promover y establecer el sistema único 

de recolección de datos de violencia, y adecuar las intervenciones a la evolución de los datos de violencia, este 

aún no funciona. La ley estableció las responsabilidades de los ministerios nacionales, pero poco se ha 

implementado hasta la fecha  y no se visualiza la coordinación necesaria ni los avances en los distintos 

ministerios
64

. 

 

La Ley Nacional 26.485  prevé que el Estado nacional haga campañas en medios de comunicación para prevenir 

la violencia contra las mujeres; algo que no se cumple, siendo principalmente las ONGs y organizaciones de 

mujeres  las que impulsan dichas campañas. Tampoco las medidas de protección son efectivas en la medida en 

que no hay control por parte del organismo rector y no hay personal suficiente para implementarlas ni menos 

capacitado para ello.  

 

En materia de prevención, destacamos las campañas nacionales lanzadas desde el 2009 “por la equidad de género 

y contra la violencia” a través de los medios de comunicación, desnaturalizando la violencia y mostrando sus 

diversas modalidades
65

.  

 

4.2 Legislación vigente 

4.2.1 Ley contra la Violencia 

                                                           
64 “Cairo + 20”. Informe de la Alianza de Organizaciones de la Sociedad Civil sobre el cumplimiento del Programa de Acción de la Conferencia 

Internacional de Población y Desarrollo y su seguimiento después de 2014. Junio, 2013. Disponible en: 

http://www.feim.org.ar/cairo20/Informe.CAIRO20.pdf 
65 Disponible en: http://www.unic.org.ar/prensa/archivos/campaniaviolenciaPNUD.pdf 

http://www.feim.org.ar/cairo20/Informe.CAIRO20.pdf
http://www.unic.org.ar/prensa/archivos/campaniaviolenciaPNUD.pdf
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En marzo 2009 se aprobó la ley N°26.485 de protección integral para prevenir, sancionar y erradicar la violencia 

contra las mujeres en los ámbitos en que desarrollen sus relaciones interpersonales que cumple con la adecuación 

a la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer de Belén do 

Pará. Además en el ámbito de la ciudad de Buenos Aires existe la ley de protección de violencia familiar 24.417 

de 1994 que sigue rigiendo en lo relativo a las medidas cautelares de protección para cualquier persona que sufra 

violencia en el ámbito de la familia. A su vez, en las provincias todas tienen leyes provinciales de violencia 

familiar similares a la 24.417 y en casos mas recientes a la 26.485, para establecer el procedimiento por el cual se 

pueden solicitar medidas cautelares de protección frente a situaciones de violencia en el ámbito de las relaciones 

interpersonales. 

 

4.2.2 Legislación sobre violencia sexual 

 

En abril de 1999 se sancionó la ley que modificó el capítulo del Código Penal concerniente a los delitos contra la 

integridad sexual de las personas, entre los que se incluyen las violaciones y los abusos sexuales. Un cambio 

relevante, es la modificación del bien tutelado: antes de la modificación eran considerados “delitos contra la 

honestidad”, y ahora se los define como delitos contra la integridad sexual de las personas. Además la ley 

26.485
66

, en su artículo 11 inc. 4, c, establece como responsabilidad del Ministerio de Salud de la Nación el 

diseño de  protocolos específicos de detección precoz y atención de todo tipo y modalidad de violencia contra las 

mujeres. 

 

En marzo de 2012 se modifica el Código Penal, en relación a los Delitos contra la Integridad Sexual, sustituyendo 

el artículo 132 del Código Penal, donde la víctima podrá instar el ejercicio de la acción penal pública con el 

asesoramiento y representación de instituciones oficiales o privadas sin fines de lucro de protección o ayuda a las 

víctimas. 

 

4.2.3 Reconocimiento del feminicidio 

 

En noviembre de 2012, quedó tipificado el feminicidio en el Código Penal (CP) argentino tras la modificación del 

art. 80 de modo que se ha considerado un agravante del homicidio. Con la nueva legislación se agravan las penas 

en los casos de homicidios de mujeres cometidos por sus parejas actuales o pasadas. Aunque supone un avance 

importante, todavía faltan mecanismos específicos de reparación a las víctimas indirectas de violencia de género, 

así como información detallada sobre los homicidios de mujeres por razones de género, lo que permitiría adoptar 

políticas públicas –sobre la base de estadísticas oficiales– para combatir la violencia contra las mujeres. 

 

4.3 Acceso a la justicia y a la asistencia jurídica de las mujeres en situación de violencia 

 

La Corte Suprema de Justicia de la Nación (CSJN), creó en el 2008  la Oficina de Violencia Doméstica (OVD), 

para facilitar el acceso a la justicia de los casos de violencia doméstica. Funciona las 24 horas del día, todos los 

días del año en la ciudad de Buenos Aires, con el fin de asegurar el efectivo acceso a la justicia de las víctimas 

ante la dispersión jurisdiccional y proveer a los/as jueces los recursos necesarios para ejercer plenamente su labor 

                                                           
66 Ley de protección Integral para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres en los ámbitos en los que desarrollen sus relaciones 
interpersonales 
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jurisdiccional. La OVD realiza informes periódicos acerca de los casos de violencia atendidos, así como sus 

características. Desarrolla una importante actividad y su aporte es reconocido y valorado.  

 

A partir de octubre de 2012, la Defensoría General de la Nación  esta llevando a cabo un Proyecto Piloto de 

Asistencia y Patrocinio Jurídico para Víctimas de Violencia de Género
67

 en la Ciudad de Buenos Aires. Los datos 

revelan su adecuada implementación, pero sigue presente la necesidad de ampliarlo a todo el territorio nacional. 

No obstante, son pocos los servicios de Patrocinio Gratuito a nivel nacional y los existentes están totalmente 

colapsados. Además, es preocupante la cantidad de sentencias en las que se aplica el Síndrome de Alineación 

Parental (SAP), carente de base científica
68

, así como la falta de reconocimiento, por parte del personal judicial, 

de los tipos y modalidades de violencia, especificadas en el Ley 26.485/09. 

 

4.3.1 Capacitación y sensibilización a operadores de justicia  

 

La Oficina de la Mujer de la CSJN, creada en el 2009 a partir de la sanción de la Ley 26.485, tiene por fin velar 

porque en la esfera del Poder Judicial se incorpore la perspectiva de género en la planificación institucional y en 

los procesos internos para lograr la equidad de género tanto en quienes utilizan el sistema de justicia como para 

las/los empleadas/os, funcionarias/os y magistradas/os que desarrollan su labor. La Unidad de Capacitación 

realiza talleres sobre género y trata de personas con fines de explotación sexual. De octubre a diciembre de 2011 

más de 300 representantes del Poder Judicial, Ministerio Público Fiscal y 80 integrantes de las fuerzas de 

seguridad de todo el país fueron entrenadas/os. Además presentaron dos sistemas informáticos especialmente 

diseñados, el primero permitirá la actualización periódica del Mapa de Género de la Justicia Argentina. Si bien las 

Unidades de Capacitación suponen un hecho relevante para sensibilizar a los operadores de justicia, todavía no 

cuenta con un entramado lo suficientemente amplio para capacitar y sensibilizar a todos los agentes que atienden 

a una mujer en situación de violencia. 

 

 

5. Acceso de las mujeres a las nuevas tecnologías y promoción de medios de comunicación igualitarios, 

democráticos y no discriminatorios 

 

En los acuerdos internacionales
69

 la integración de la equidad de género en la sociedad de la información forma 

un eje primordial, los cuales enmarcan las políticas públicas digitales regionales. Pese a ello, no se conoce con 

profundidad cuál es la situación de inequidad de la sociedad de la información puesto que no se tienen datos, ni 

valoraciones realizadas con regularidad
70

, ni a nivel regional, ni en Argentina.     

 

5.1 Acceso a las Tecnologías de la Comunicación y de la Información (TIC) 

 

                                                           
67 http://www.mpd.gov.ar/noticia/index/noticia/la-defensoria-general-de-la-nacion-amplia-la-asistencia-gratuita-a-victimas-de-violencia-de-genero-782 
68 Dicha sentencia obliga a las madres a permitir la revinculación de sus hijos/as con progenitores abusadores para no perder la tenencia 
69 Acuerdos ratificados por Argentina: Cuarta Conferencia Regional Mundial sobre la Mujer (Beijing, 1995); Consenso de México (2004); y, Consenso de 
Brasilia (2010); Forma parte de los temas a tratar en la XII Conferencia Regional sobre la Mujer de América Latina y el Caribe, que se celebrará en Santo 

Domingo (República Dominicana), octubre 2013 
70 Camacho, K., (2013). Análisis de la integración de la perspectiva de género en las agendas y políticas digitales. Naciones Unidas: Santiago de Chile. 
Disponible en: http://www.cepal.org/Socinfo 

http://www.mpd.gov.ar/noticia/index/noticia/la-defensoria-general-de-la-nacion-amplia-la-asistencia-gratuita-a-victimas-de-violencia-de-genero-782
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A nivel nacional, destacamos la Agenda Digital Argentina (ADA)
71

, una herramienta creada mediante el decreto 

presidencial Nº 512/2009 que impulsa la conformación de un Gabinete Multisectorial orientado al 

aprovechamiento de las posibilidades que ofrece la Sociedad de la Información y el Conocimiento
72

. En el 2010 

se implementó el programa Conectar Igualdad, distribuyendo 3.400.000 notebooks a alumnos/as y docentes de 

todo el país. Ello benefició también a las familias de bajos recursos, brindando acceso a la conexión y 

comunicación a través de internet. Y, el programa Argentina Conectada
73

, cuyo objetivo principal es generar 

plataformas digitales de infraestructuras y servicios para el sector gubernamental y ciudadano, extendiendo la 

conectividad a todo el país. 

 

Estas estrategias son útiles para garantizar el acceso equitativo a las nuevas TIC, no obstante, no cuentan con un 

enfoque de género integrado. Todavía perdura la necesidad de promover respuestas efectivas y de prevención de 

la violencia contra las mujeres a través de la tecnología como un prerrequisito para una buena gobernanza de 

internet y el acceso integral al ejercicio de los derechos en internet. Resulta fundamental regular los contenidos 

sobre los discursos de odio misógino contra las mujeres que encuentra asidero en espacios en línea. Asimismo, el 

gobierno argentino no ha implementado ningún programa sobre capacitación/uso de las TICs en las comunidades 

indígenas.  

 

Respecto a los grupos de investigación en TIC, en el Sistema Científico Nacional (SCN), a pesar de que existe 

paridad de género en cuanto a los recursos humanos dedicados a la investigación y desarrollo (Becarios de 

Posgrado, Personal de Apoyo, entre otros), los datos muestran disparidad de género. Arrojando una 

masculinización del 70% frente al 30% de mujeres en los grupos de investigadores
74

. Lo que muestra una 

tendencia de baja participación de las mujeres en puestos de alta responsabilidad. 

 

6. Salud integral y los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres 

 

A fines de 2002, se sancionó la ley nacional N° 25.673 que creó el Programa Nacional de Salud Sexual y 

Procreación Responsable (PNSSyPR)
75

que formalizó la incorporación de la salud sexual y reproductiva en las 

políticas públicas del Estado nacional, previamente y por acción de las organizaciones de mujeres y sus aliados en 

muchas provincias se sancionaron leyes provinciales de SSyR que antecedieron a la ley nacional. La ley Nacional 

promovió la sanción de leyes provinciales y la adhesión de las jurisdicciones. A más de diez años de la sanción de 

la ley, su aplicación es desigual y su implementación, heterogénea.  

 

6.1 Acceso universal e integral de las mujeres a los derechos sexuales y reproductivos
76

 

 

Existen aún barreras para el acceso a los servicios de salud sexual y reproductiva. A las falencias en la 

distribución y provisión de insumo, algo que ha mejorado desde el 2010, se agregan resistencia de profesionales y 

                                                           
71“Avances de la Agenda Digital Argentina 2012”.Gobierno en Red 2012-2015. Disponible en:  
”http://www.agendadigital.gob.ar/multimedia/files/PDF/avances_ADA.pdf 

 
73 http://www.argentinaconectada.gob.ar/contenidos/home.html 
74 Conf. “Relevamiento anual a instituciones que realizan actividades de ciencia y tecnología”. Ministerio de Ciencia Tecnología e Innovación Productiva 
(MINCYT): Indicadores de Ciencia y Tecnología. Argentina 2011 
75 Ley N°25.673 http://www.msal.gov.ar/saludsexual/ley.php 
76Especial atención al acceso de estos servicios por parte de mujeres pertenecientes a pueblos indígenas y afrodescendientes, incorporando los saberes y 
practicas de la medicina tradicional ejercidos por las mujeres. 

http://www.agendadigital.gob.ar/multimedia/files/PDF/avances_ADA.pdf
http://www.argentinaconectada.gob.ar/contenidos/home.html
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de servicios a la hora de indicar determinados métodos Anticonceptivos como la AHE o el DIU por considerarlos 

abortivos, afectando en gran medida a los adolescentes. Así como el rechazo a efectuar ligaduras de trompas y 

vasectomías. En el 2010, el PNSSyPR implementó una línea telefónica de asesoramiento y denuncia  gratuita de 

cobertura nacional, pero su conocimiento y uso son todavía muy insuficientes y la mayoría de las provincias y 

localidades no cuentan con mecanismos a través de los cuales las mujeres puedan denunciar las violaciones a sus 

derechos. 

 

Sin lugar a dudas, la ley Nº 26.743 de Identidad de Género, sancionada en el 2012, ha posibilitado el avance hacia 

una sociedad más inclusiva, pero se siguen denunciando prácticas discriminatorias y no hacia personas 

LGTTTBQI. En particular, no existe una adecuación del programa y servicios y se evidencia una falta de 

conocimientos y disponibilidad de métodos preventivos de VIH e ITS en relaciones entre mujeres y de 

consultorios que puedan asesorar integralmente a personas trans en SSyR.  

 

Y, por último, un hecho relevante en materia legislativa es la sanción en junio de 2013 de la Ley 26.862
77

 de 

Reproducción Medicamente Asistida esperamos garantice el acceso integral a los procedimientos y técnicas 

medico-asistenciales de reproducción medicamente asistida cuando se implemente.  

 

6.2 Educación Sexual Integral y planificación familiar 

 

En relación a la Educación Sexual  Integral en el 2006 se aprobó la ley N°26.150 que creó el Programa de 

Educación Sexual Integral. Los materiales producidos por el Ministerio de Educación de la Nación  si bien tienen 

aportes interesantes en muchos casos refuerzan los  estereotipos de feminidad/masculinidad. Además, respecto a 

la reproducción no dan cuenta de las posibilidades reproductivas de las personas trans. No siempre son utilizados 

en las provincias y escuelas. La aplicación de la ley y la ejecución de estas políticas no es uniforme en las 

jurisdicciones del país, y los docentes argentinos no reciben  formación sistemática y continúa en la materia
78

. En 

cuanto al acceso de mujeres discapacitadas a la Educación Sexual Integral no está disponible en sistema Braile y 

no es difundida a través de un lenguaje sencillo para mujeres con discapacidad intelectual y/o psicosocial
79

.  

Respecto a la Planificación familiar esta se brinda en base al programa de Salud Sexual y reproductiva creado en 

el 2003 por la ley, que si bien aún tiene una desarrollo muy heterogéneo en las distintas provincias ha mejorado su 

alcance y cobertura desde el 2010.  

 

6.3 Mortalidad materna y casos de VIH/sida 

 

La Mortalidad Materna en Argentina no solo no ha disminuido sino que se mantiene estable desde hace dos 

décadas. Esto constituye un problema ya que no se cumplió la meta establecida en la ICPD y luego reiterada en el 

MDG 5 de salud materna. Las principales causas de la MM son las complicaciones del aborto inseguro y los 

problemas de la atención obstétrica de emergencia. Si bien en el 2011 se lanzó una nueva Estrategia de 

Disminución de la MM aun no se observan mejoras ni siquiera se visualizan los cambios necesarios.  

 

                                                           
77 http://www.infoleg.gob.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=216700 
78 Comunicación Conjunta para Examen Periódico Universal Argentina Sesión 14, 2012. Disponible en http://www.feim.org.ar/pdf/EPU-DSYR.pdf 
79 “Cairo + 20”. Informe de la Alianza de Organizaciones de la Sociedad Civil sobre el cumplimiento del Programa de Acción de la Conferencia 

Internacional de Población y Desarrollo y su seguimiento después de 2014. Junio, 2013. Disponible en: 
http://www.feim.org.ar/cairo20/Informe.CAIRO20.pdf 

http://www.infoleg.gob.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=216700
http://www.feim.org.ar/cairo20/Informe.CAIRO20.pdf
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Debido a la feminización de la epidemia, las mujeres viviendo  con VIH en la Argentina, han aumentado y tienen 

dificultades  para la atención integral de su salud. Si bien la medicación  ARV está disponible, aún no llega a 

muchas de las que lo requieren, hay muchas mujeres que no conocen su diagnostico y en las ya diagnosticadas 

existe graves dificultades en la cobertura de las necesidades básicas como ser alimentación, vivienda, trabajo, 

atención psicológica y medica sin estigmas ni discriminación. Resulta primordial incorporar las  recomendaciones 

de la investigación realizada por las organizaciones de Mujeres viviendo con VIH/Sida y la Dirección Nacional de 

VIH/sida e ITS, para garantizar la atención integral  y cuidado a mujeres viviendo con VIH, incluida  la atención 

de la SSyR, la atención y apoyo integral a las víctimas de violencia, a las privadas de su libertad, usuarias de 

drogas o sustancias que viven con VIH,  en el marco de la eliminación del estigma y la discriminación
80

. 

 

6.4 Interrupción voluntaria del embarazo 

 

En Argentina el acceso al aborto está tipificado desde 1921 en el artículo 86 del Código Penal como un delito con 

una pena de prisión, pero incorpora excepciones en las que el aborto no es punible
81

. Pese a esto, históricamente 

las mujeres y niñas han visto impedido el acceso a un aborto legal y seguro en los servicios públicos de salud y 

han recurrido a la justicia para obtener autorización y avanzar con el procedimiento, lo que dilataba los procesos, 

y ponía en grave riesgo su vida y su salud. 

 

En 2012 la Corte Suprema de Justicia de la Nación (CSJN) dictó un fallo ejemplar donde aclaró que el aborto es 

legal en todos los casos de violación
82

, exhortando a las autoridades nacionales, provinciales y de la Ciudad de 

Buenos Aires a elaborar protocolos de atención de los abortos no punibles y asistencia integral de toda víctima de 

violencia sexual. Lamentablemente, el Ministerio de Salud de la Nación no actuó ni se expidió promoviendo una  

política pública nacional en todo el país que asegure este  derecho, por lo que el efectivo cumplimiento en todo el 

territorio es desigual. A su vez, las políticas de atención pre y pos aborto presentan falencias. Si bien en el 2011 el 

Ministerio de Salud de la Nación  elaboró un “Protocolo para la Atención Integral de Personas Víctimas de 

Violaciones Sexuales”
83

, así como una “Guía Técnica para la Atención Integral de Abortos no Punibles”
84

, solo 

están disponibles en la web. No se capacita ni promueve su aplicación. 

 

Si bien la atención del pos aborto fue protocolizada hace ocho años, su implementación es deficitaria. El 

programa tiene una presencia muy débil en casi todas las provincias, no se ha realizado la capacitación y difusión 

suficiente, y no existe una atención estandarizada de las complicaciones de los abortos inseguros. No obstante se 

detecta una disminución de prácticas degradantes, continúan aplicándose métodos invasivos. La violencia 

institucional hacia las mujeres se sigue experimentando (sobre todo en caso de aborto incompletos).  

 

                                                           
80 Caracterización de las mujeres recientemente diagnosticadas con VIH en Argentina. Mayo 2012. Disponible en 

http://publicaciones.ops.org.ar/publicaciones/publicaciones%20virtuales/MujeresVIHPV/index.html 
81 El caso de A.M.A., quien teniendo cáncer y estando embarazada, murió por la negativa de los médicos tanto a realizarle el aborto terapéutico que solicitó, 

como a brindarle tratamiento para el cáncer, argumentando que el tratamiento era incompatible con el embarazo, es representativo de lo que ocurre en 

Argentina. 
82 Corte Suprema de Justicia de la Nación, “F., A. L. s/medida autosatisfactiva”, 12 de Marzo de 2012. Asimismo, la Corte estableció que: (1) no es 

obligatoria una denuncia previa por violación de parte de la mujer; (2) deben eliminarse las barreras institucionales y burocráticas; (3) Los servicios públicos 

de salud están obligados a realizar los abortos no punibles; (4) Las autoridades de salud deben capacitar a funcionarios y efectores de salud de manera acorde 
a este fallo; (5) debe darse difusión pública sobre los derechos que asisten a las víctimas de violación; (6) debe asistirse a mujeres víctimas de violencia. 
83“Protocolo para la Atención Integral de Personas Víctimas de Violaciones  Sexuales” del Ministerio de Salud, 2011, Disponible en  

http://www.msal.gov.ar/saludsexual/downloads/guias%20y%20cuadernillos/Protocolo_Violencia_Sexual.pdf 
84 Disponible en: http://www.msal.gov.ar/saludsexual/pdf/Guia-tecnica-web.pdf 

http://www.msal.gov.ar/saludsexual/pdf/Guia-tecnica-web.pdf
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